
 

 

 

 

  

 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

Sección Segunda – Subsección “C” 
Calle 24 No. 53-28, Of 1-11, Torre C, Bogotá, D.C. 

rmemorialessec02sctadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

TRASLADO EXCEPCIONES 
 

Bogotá, D.C., octubre 04 de 2022    

 

 

EXPEDIENTE : 25000234200020210107700 

DEMANDANTE : OLGA BARRIGA CUBIDES 

DEMANDADO : NACION-MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL - EJERCITO NACIONAL 

MAGISTRADO : CARLOS ENRIQUE BERROCAL MORA  

 

 

La suscrita OFICIAL MAYOR, con funciones de SECRETARIA, en uso de 

las facultades otorgadas por el parágrafo 2º del artículo 175 de la ley 1437 

de 2011, modificado por el artículo 38 de la ley 2080 de 2021; procede a: 

 

Correr TRASLADO DE LAS EXCEPCIONES, por el término de TRES (3) 

DIAS, de conformidad con el artículo 201 A del C.P.A.C.A., el cual se 

entenderá realizado a los dos (2) días hábiles siguientes de esta fijación, y 

el término respectivo empezará a correr a partir del día siguiente.  

 

 

 





REPUBLICA DE COLOMBIA

MINISTERIo DE DEFENSA NACIONAL

RESOLUCION NÚMERO 0 3 71 oe 

01 MAR 2021 
For ia cual se hace un nombramiento ordinario en la planta de empleados püblicos del Ministerio de 

Defensa Nacional- Unidad de Gestión General

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL

En ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas enel articulo 208de
la constitución Politica, literal g articulo 61 de la Ley 489 de 1998, en concordancia con lo dispuesto en 

los articulos 13 y 14 del Decreto Ley 091 de 2007 

RESUELVE

ARTICUL01. Nombrar al Doctor JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁAN, identificado con 

la cédula de ciudadania No. 93.402.253, en el empleo de Libre Nombramiento y Remoción, Director del 

Sector Defensa, Código 1-3, Grado 18, de la Planta Global de Empleados Püblicos del Ministerio de 

Defensa Nacional Unidad de Gestión General Dirección de Asuntos Legales, por haber reunido losS 

requisitos para el empleo, teniendo en cuenta la necesidad del servicio. 

ARTICULO 2. Comunicar a través del Grupo de Talento Humano de la Dirección Administrativa del 

Ministerio de Defensa Nacional- Unidad de Gestión General, el presente Acto Administrativo. 

ARTICUL0 3. La presente resolución rige desde la fecha de su publicación y surte efectos fiscales

a partir de la posesión en el mencionado cargo. 

PUBLIQUESE, COMUNÍQUESE Y CÜMPLASE 

Dada en Bogotá, D.C.0 1 MAR 2021 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 

DIEGOANDR�S MOLANO APONTE 

Vo Bo SecretarioGeneral 
Vo Bo Directora Administrativa
Vo. Bo Coordinadora Grupo Talento humano 

Proyecto PD Sashenka Pinedo



FORMATO Codigo: GT-F-008
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Republica de Colombia
Versión: 1 

Acta de poseslón Vigente a partir de: 29 de agosto de 2019 
bertud y Orden

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Libortad y Orden 

ACTA DE POSESIÓN FUNCIONARIos 

ACTA DE POSESIÓN No. 0023-21
FECHA 1 de Marzo de 2021 

En la ciudad de Bogotà D.C., se presentó al DESPACHO DEL SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 
quien reasume la facultad para la presente posesión, el Doctor JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁN,
identificado con cédula de Ciudadania No. 93.402.253, con el fin de tomar posesión del empleo DIRECTOR DEL 
SECTOR DEFENSA, CÓDIGO 1-3, GRADO 18 de la PLANTA GLOBAL de empleados públicos del Ministerio 
de Defensa Nacional-Unidad de Gestión General - Dirección de Asuntos Legales, en el cual fue NOMBRADO, 

mediante Resolución No. 0371 del 1 de marzo de 2021. 

Manifestó, bajo la gravedad de juramento, no estar incurso en causal alguna de inhabilidad general o especial, 
de incompatibilidad o prohibición de las establecidas por los decretos 2400 de 1968, 1083 de 2015, ley 734 de 
2002 y demás disposiciones vigentes para el desempeño de empleos públicos. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el articulo 141 del decreto 2150 de 1995, solo se exige la presentación de la 
cédula de ciudadanía. 

FiFFa delPosesionado DIEGO ANDRES MOLANO APONTE 
Ministro de Defensa Nacional
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Doctor 

CARLOS ENRIQUE BERROCAL MORA  

MAGISTRADO PONENTE 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA SECCIÓN SEGUNDA-SALA 

TRANSITORIA. 

 

RADICACIÓN       No. 250002342000 2021 0107700 
DEMANDANTE:   OLGA BARRIGA CUBIDES 

DEMANDADO    NACIÓN –MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL–EJERCITO 

NACIONAL 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

 

JOSE JAVIER MESA CESPEDES, abogado en ejercicio, identificado con cédula 

de ciudadanía No. 17.344.074 expedida en Villavicencio - Meta y Tarjeta Profesional 

No. 134.872 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderado 

de la NACION - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, estando dentro del término 

legal, y de conformidad con el poder conferido en debida forma, me permito 

contestar la demanda subsanada de la referencia en los siguientes términos: 

 

                      IDENTIFICACIÓN PARTE DEMANDADA 

 

La parte demandada q u e  re p re se n t o  en el presente caso es la NACIÓN – 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO NACIONAL, cuyo 

representante legal es el doctor DIEGO MOLANO APONTE, con sede principal 

en la Avenida el Dorado CAN Calle 26 N° 69-76 Torre 4 Edificio Elemento “Agua” 

de la ciudad de Bogotá D.C. 

 

El director de Asuntos Legales del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL es el 

doctor JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁN, ubicada en la Avenida el 

Dorado CAN Calle 26 No. 69 – 76, Torre Cuatro (elemento Agua) de la ciudad de 

Bogotá D.C.; 
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El Suscrito apoderado, tiene domicilio en la Carrea 10 N°.26-71 Residencia 

Tequendama– Torre Sur Piso 7 Grupo Contencioso Constitucional. Y para 

efectos de todas las notificaciones que puedan surgir en el curso del presente 

litigio, el correo electrónico notificaciones.bogota@mindefensa.gov.co y los 

correos personales jose.mesa@mindefensa.gov.co, jjmesac@hotmail.com.co, 

teléfono móvil 314 415 78 81. 

 

DE LAS PRETENSIONES 

 

La inaplicación parcial para el caso del solicitante del Decreto 383 del año 2013, y 

demás decretos concordantes, subsiguientes y modificatorios de este, en su artículo 

1, específicamente en lo atinente a la parte que reza lo siguiente: “…constituirá 

únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 

Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en salud”. Por ser 

manifiestamente contrario a la Constitución Política de 1991, a las normas generales 

Previstas en la Ley 4 del año 1992, particularmente el parágrafo del artículo 14 y a 

la jurisprudencia vigente. 

 

Declarar la nulidad del acto administrativo OFICIO RADICADO Nº. 

2021317000526241 MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-1.10, 

del día 15 de marzo del año 2021, notificado al suscrito electrónicamente el día 15 

de marzo del año 2021 (mediante el cual se dio respuesta negativa a la petición 

inicial). 

 

Declarar la nulidad del acto ficto o presunto configurado el día 25 de mayo del año 

2021, derivado del silencio administrativo negativo, respecto del recurso de 

reposición y en subsidio de apelación interpuesto de forma (electrónica) contra el 

acto administrativo oficio radicado Nº. 2021317000526241 MDN-COGFM-COEJC-

SECEJ-JEMGFCOPER-DIPER-1.10, el día 24 de marzo del año 2021. 
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A título de restablecimiento del derecho se condene a la NACIÓN -MINISTERIO DE 

DEFENSA – EJERCITO NACIONAL - DIRECCIÓN DE PERSONAL – SECCION 

NOMINA, al reconocimiento con carácter salarial y prestacional de la Bonificación 

Judicial creada y reconocida mediante el Decreto 383 del año 2013, modificado por 

los Decretos 1269 del año 2015, 246 del año 2016, 104 del año 2017, 340 del año 

2018, Decreto 992 del año 2019, Decreto 442 del año 2020 y el Decreto 986 de 

2021. 

 

Se condene a la demandada a reliquidar y pagar a favor del demandante, con los 

respectivos intereses moratorios y sanciones por la mora en el pago del reajuste de 

su asignación salarial a partir del 1 de enero de 2013 (de forma retroactiva), fecha 

en que empezó a regir el Decreto 383 de 2013 y los demás concordantes y 

modificatorios de este, la totalidad de las prestaciones sociales que hayan sido 

pagadas por la autoridad competente; sin tomar en cuenta, el carácter salarial y 

prestacional de la bonificación judicial creada por los mencionados decretos, como 

lo son: Cesantías, intereses a las cesantías, prima o bonificación de servicio, 

vacaciones, prima de vacaciones, prima de antigüedad, prima de navidad y demás 

emolumentos que por Constitución y Ministerio de la ley correspondan. 

 

Como consecuencia de lo anterior se condene la demandada a que, sobre las 

sumas reconocidas, proceda al reconocimiento y pago de la indexación de todos los 

valores reliquidados (de forma retroactiva) desde el momento de su exigibilidad 

hasta la fecha en que se pague la referida reliquidación. 

 

Que se condene a la demandada a reconocer la bonificación judicial como factor 

salarial, para efectos de liquidar desde la fecha de ejecutoria de la sentencia que 

ponga fin a esta actuación judicial y en adelante las diferentes prestaciones sociales 

a que tiene derecho la demandante (lo anterior teniendo en consideración las fechas 

mensuales, trimestrales, semestrales y/o anuales, que la demandada conforme a 

sus procedimientos internos disponga para su liquidación y pago). 
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Que se dé cumplimiento a la sentencia en los términos establecidos en el artículo 

192 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

Que se condene a la entidad demandada al pago de las costas y agencias en 

derecho. 

 

EN CUANTO A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones incoadas en la demanda, toda 

vez que el acto administrativo contenido en el oficio con radicado No. 

2021317000526241 MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMGFCOPER-DIPER-1.10, 

el día 24 de marzo del año 2021, suscrito por Oficial Sección Nomina del Ejército 

Nacional, se expidió de conformidad con la norma legal y vigente para el momento 

de los hechos, por lo que el acto administrativo acusado no adolece de nulidad 

alguna; máxime cuando fue expedido por solicitud propia de la interesada quien no 

logra establecer dentro del presente procedimiento las razones de hecho y de 

derecho que hacen a la entidad sujeto pasivo de la acción mediante la que 

pretenden el reconocimiento y pago de dicha prestación.  

 

Ahora bien, el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, 

tiene la totalidad de sus atributos y personería jurídica, lo cual en caso de 

responsabilidad administrativa sólo compromete directamente a dicha Entidad, 

máxime cuando el artículo 1º del Decreto 0383 de 2013 “por el cual se crea una 

bonificación judicial para los servidores públicos de la Rama Judicial y de la 

Justicia Penal Militar y se dictan otras disposiciones.”, ordena: 

 

 (…) Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal 

Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en 

los Decretos números 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen 

rigiéndose por el Decreto número 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
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modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 

mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 

cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 

Social en Salud. (Negrilla fuera de texto). 

 

Así mismo reza el Artículo 3 del Decreto 0383 de 2013: 

 

“Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o 

prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia 

con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición 

en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos.” 

(Subrayas y negrilla fuera de texto)  

 

Así las cosas, y con la claridad de lo que ha señalado la norma, evidentemente el 

Ministerio de Defensa Nacional, entidad por mi representada carece de legitimación 

en el caso de la referencia y por ende debe ser exonerada de responsabilidad 

administrativa ya que no ha realizado ningún hecho, operación u omisión y en 

consecuencia, el oficio con radicado 2021317000526241 MDN-COGFM-COEJC-

SECEJ-JEMGFCOPER-DIPER-1.10, del 24 de marzo del año 2021, es válido y no 

hay lugar a solicitar su nulidad, máxime cuando el demandante no logra establecer 

dentro del presente procedimiento las razones de hecho y de derecho que hacen a 

la entidad sujeto pasivo de la acción. 

 

EXCEPCIONES 

 

Falta de legitimación en la causa por pasiva. 

 

Nótese la evidente falta de legitimación en la causa por pasiva por parte del 

Ministerio de Defensa Nacional, como quiera que la Entidad que represento no tiene 

la facultad para dar respuesta a peticiones relacionadas con temas salariales y 
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prestacionales de los miembros de la División Penal Militar, pues queda claro que 

de conformidad con el Decreto 1039 de 2011 el único competente para pronunciarse 

frente a dichos temas es el Departamento de la Administración de la Función 

Pública. 

 

Así las cosas, y con la claridad de lo que ha señalado la norma, evidentemente el 

Ministerio de Defensa Nacional, entidad por mi representada, carece de legitimación 

en el caso de la referencia y por ende debe ser exonerada de responsabilidad 

administrativa, y en consecuencia, el oficio No. 2021317000526241 MDN-COGFM-

COEJC-SECEJ-JEMGFCOPER-DIPER-1.10, del 24 de marzo del año 2021, 

suscrito por el Oficial Sección Nomina del Ejército Nacional es válido y no hay lugar 

a solicitar su nulidad. 

 

En virtud de lo expuesto es clara la ausencia de responsabilidad de mi representada 

en el caso de la referencia, por lo que solicito al señor Magistrado declarar probada 

la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva. No obstante, si la 

judicatura estima que la Nación - Ministerio de Defensa es responsable, ruego tenga 

en cuenta los siguientes medios exceptivos: 

 

Legalidad normativa del acto administrativo acusado. 

 

El acto administrativo contenido en el oficio No. 2021317000526241 MDN-COGFM-

COEJC-SECEJ-JEMGFCOPER-DIPER-1.10, del 24 de marzo del año 2021, es 

válido y frente a él en principio no habría lugar a solicitar su nulidad toda vez que 

encuentra su fundamento normativo en el artículo 1º del Decreto 383 de 2013 que 

claramente indica que la bonificación judicial, carece de factor salarial y se 

reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la 

base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 

Seguridad Social, en salud según corresponda, así mismo, en el artículo 3º del 

Decreto 340 de 2018 señaló “ninguna autoridad podrá establecer o modificar el 
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régimen salarial o prestacional estatuido por las normas del presente Decreto, en 

concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la ley 4ª de 1992. Cualquier 

disposición carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. 

 

Lo anterior para concluir que la bonificación judicial a la que hace referencia la 

demandante únicamente constituye factor salarial para la base de cotización al 

Sistema General de Seguridad Social, ósea, que la nombrada bonificación es 

solamente un incentivo económico especial y para nada se constituye como salario, 

además tal y como lo dice la norma, solamente se percibirá mientras el servidor 

público permanezca en el servicio, cuando ya no este activo, no se tiene en cuenta 

para nada. 

 

Adicional a esto encontramos que no se encuentran configurados los requisitos 

constitutivos de nulidad establecidos en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992; toda vez 

que estas solicitudes se han venido suscitando especiales por la nulidad de algunos 

decretos salariales en términos de la Sentencia del 29 de abril de 2014 (Expediente 

No. 11001-03- 25-000-00087-00), demandante doctor Pablo Cáceres Corrales- 

entre otras- se estima no es factible conceder lo pedido, toda vez que la Sala de 

Consulta y Servicio Civil del H. Consejo de Estado C. P., Dr. Gustavo Aponte 

Santos, en concepto No. 1672 del 23 de agosto de 2005 respecto de la ejecución y 

cumplimiento de las sentencias de simple nulidad expresó lo siguiente: 

 

 “(…) es claro que la sentencia que resuelve una acción de simple nulidad tiene un 

carácter declarativo, no de condena, y, por tanto, en estos casos las medidas que 

debe adoptar la autoridad se predican solo para efectos de su cumplimiento, y no 

propiamente para su ejecución, pues el fallo no contiene decisiones de esta 

naturaleza…” (Se destaca y subraya fuera de texto). 

 

Por lo anterior es evidente que no es viable jurídicamente acceder a lo pretendido, 

pues no puede dársele a la sentencia citada, un carácter ejecutorio o de condena. 
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Al respecto conviene destacar el contenido general y abstracto de los referidos 

fallos, en cuanto lo mismos no fueron el resultado de una acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho, sino del medio de control de simple nulidad que tiene 

por objeto la defensa y protección del interés general y del orden jurídico abstracto. 

En consecuencia, en dichos fallos nada se decidió en torno a derechos subjetivos. 

Lo anterior en razón a que como ha sostenido la jurisprudencia del H. Consejo de 

Estado el contencioso de anulación debe limitarse a decretar o no la nulidad del acto 

impugnado y por tanto no puede imponer condenas pecuniarias, sustituir la decisión 

por otra, ni rehacer el acto, ni tomar medidas distintas a las atinentes a la propia 

nulidad. Sobre los efectos de las sentencias de nulidad y la intangibilidad de las 

situaciones individuales consolidadas bajo la vigencia del acto declarado nulo, entre 

otras sentencias, el H. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 

Sección Tercera, C.P., Dra. Ruth Stella Correa Palacio, en sentencia del 5 de Julio 

de 2006 precisó lo siguiente: 

 

“Ahora, la nulidad de un acto administrativo general si bien es cierto que la 

jurisprudencia tiene determinado que produce efectos tunc (desde entonces), esto 

es, desde el momento en que se profirió el acto anulado por lo que las cosas deben 

retrotraerse al estado en que se encontraban antes de la expedición del acto, no es 

menos cierto que la jurisprudencia también tiene establecido que ello en modo 

alguno significa que dicha declaratoria afecte situaciones concretas e individuales 

que se hayan producido en vigencia del mismo. 

 

 En otras palabras, solo las situaciones no definidas son afectadas por la decisión 

anulatoria, bien porque se encontraban en discusión o eran susceptibles de 

discusión en sede administrativa, ya porque estuvieren demandadas o eran 

susceptibles de debatirse ante la jurisdicción administrativas entre el momento de 

la expedición del acto y la sentencia anulatoria. Se excluyen, entonces, aquellas 

situaciones consolidas en aras de la seguridad jurídica y de la cosa juzgada, habida 

cuenta de que “la ley (.) ha querido que las situaciones particulares no pueden 
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indefinidamente sometidas a la controversia jurídica y para ello ha establecido 

plazos dentro de los cuales se puede solicitar la revisión de las actuaciones 

administrativas y de encontrarse violatorias de normas superiores, para excluirlas 

del ámbito jurídico y restablecer el derecho del afectado” 

 

Por otra parte, para coadyuvar a la defensa hago referencia al fallo de fecha 5 de 

abril de 2017 proferido por Juzgado 48 Administrativo, Sección Segunda Circuito 

Judicial de Bogotá, que en primera instancia favoreció a mi representada y en cuyo 

contenido se encontrarán presupuestos para el efecto; así mismo se reiteran los 

precedentes judiciales existentes constituidos por la sentencia de fecha 9 de marzo 

de 2006 CP., Alejandro Ordoñez Maldonado, Expediente No. 2003-00057, Actor 

Nelson Orlando Rodríguez Gama y Sentencia de fecha 24 de agosto de 2011 C.P., 

Ernesto Forero Vargas Expediente No. 2003 -00421 Actor Melba Lucía Báez 

Gonzalez y 673 de 2002, que desarrollaron las normas artículos 6 de los Decretos 

57 de 1993 y 673 de 2002, que desarrollaron el artículo 14 de la ley 4 de 1992 

generándose al respecto una situación de cosa juzgada. 

 

Finalmente, la Administración debe dar cumplimiento a lo preceptuado en los 

artículos 4º y 5º del Decreto 1013 del 9 de junio de 2017. 

 

Así las cosas, el acto administrativo que hoy se demanda, goza de total legalidad y 

validez, toda vez que se expedido con fundamento en normas legales y, en ningún 

momento, fue proferido de manera arbitraria; por el contrario, como lo dicen la ley, 

la doctrina y la jurisprudencia, uno de los atributos del acto administrativo, entendido 

como emisión de la voluntad de un organismo o entidad pública con el propósito de 

que produzca efectos jurídicos, es la denominada "presunción de legalidad" que 

también recibe los nombres de "presunción de validez", "presunción de justicia", y 

"presunción de legitimidad". Se trata de una prerrogativa de que gozan los 

pronunciamientos de esa clase, que significa que, al desarrollarse y al proyectarse 

la actividad de la Administración, ello responde a todas las reglas y que se han 
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respetado todas las normas que la enmarca. Legalidad es sinónimo de perfección, 

de regularidad; se inspira en motivos de conveniencia pública, en razones de orden 

formal y material en pro de la ejecutoriedad y de la estabilidad de esa manifestación 

de voluntad. 

 

La presunción de legalidad es iuris tantum. Si en juicio ante la jurisdicción llega a 

demostrarse o a probarse que uno o varios de los elementos del acto en verdad no 

responden a la preceptiva legal sobre el mismo, se desvirtúa dicha presunción y el 

acto deviene en nulo, lo que sube de punto cuando se está frente a un acto 

clasificado como "reglado", es decir, de aquellos en que para su dictación el órgano 

emisor debe ceñirse de manera estricta a las disposiciones sobre la materia. Así 

ocurre, entre otros, con los actos resultantes de la actuación disciplinaria que la 

administración adelante en contra de un servidor estatal. 

 

Además, después de revisado el acervo probatorio obrante en el expediente, lo 

único a concluir es que no están probados los hechos, ni están acreditadas las 

circunstancias de ilegalidad o nulidad del Acto Administrativo demandado, que 

alega la parte demandante. Lo único cierto es el acto administrativo se produjo en 

legal forma y no ha sido desvirtuada, teniendo en cuenta que ellos son nulos solo 

en los siguientes eventos: Incompetencia. - Vicio del Sujeto Activo del Acto 

Administrativo, es decir de quien profiere la dedición. Esta hace parte del órgano, 

más no del funcionario; Expedición Irregular de los A.A.- Tiene que ver con 

“formalidades”, cuando se violenta las formas del A.A hay expedición irregular. Ej. 

Ordenanza de carácter verbal que se debe hacer por escrito. Cualquier A.A qué se 

debe hacer por escrito se hace de forma verbal; Falsa Motivación o Errónea 

Motivación. - Está ligada con el elemento, “causa o motivo”. Si la motivación es la 

concreción escrita, la Falsa Motivación se presenta cuando los motivos del A.A 

difieren de la realidad. Es decir que se presenta cuando se exprese algo diferente a 

la ley; Falta de Motivación.- Cuando el A.A debiendo ser motivado se omite 

consagrar en su texto las circunstancias de hecho o derecho que generaron su 
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expedición. Cuando no sea cierto lo que la administración está argumentando para 

tomar la decisión. Cuando el “por qué” del acto no corresponde a la realidad; 

Desviación de Poder.- Se relaciona con el elemento “Fin o el para qué del A.A”. 

Se presenta cuando el fin es contrario a derecho, cuando hay una actitud egoísta 

del que lo expide o se va en contra del interés general; Violación de las Normas 

Superiores.- Está ligada a la “Escala Jerárquica”, es una causal muy amplia que se 

relaciona con las demás causales de nulidad, en la medida que todas violan normas 

superiores, pero por su grado de especificidad trabajan de forma independiente; 

Violación del Derecho de Audiencia y Defensa.- Es la posibilidad que debe tener 

todo administrado para hacerse parte en una actuación administrativa que lo vaya 

a afectar. Es el derecho que tiene a ser oído por la administración, solicitar pruebas, 

entre otros. No siempre se lo garantiza con la mera vinculación o llamamiento, 

aunque el modo principal de hacerlo. Esta causal está circunscrita a las actuaciones 

que se puedan presentar durante el desarrollo de la actividad administrativa; Por vía 

Jurisprudencial se acepta la Violación a las Normas del Debido Proceso, no está 

enunciada en el Art. 84 del C.C.A, pero están entabladas en la constitución. Se da 

tanto en actuaciones judiciales como administrativas y está vinculada con la causal 

de derecho de audiencia y de defensa. 

 

Además, debe advertirse que el acto administrativo acusado, no solo gozan de 

presunción de legalidad, sino que además se debe partir del hecho de que la 

dependencia –Sección de nómina- que profirieron el acto administrativo, lo han 

hecho acatando la Constitución y la Ley y, en observancia de los principios 

generales que regulan la actuación pública. 

 

Finalmente, de las pruebas allegadas al proceso, no hay evidencia siquiera sumaria 

que permita inferir que el acto administrativo atacado este inmerso en una de las 

causales anteriormente citadas ya que hasta el momento no existe prueba alguna 

que permita desvirtuar su validez y eficacia, al contrario, se trata de actos 
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administrativos definitivos y que actualmente se encuentran ejecutoriados y en 

firme. 

 

Improcedencia del derecho reclamado por la señora OLGA BARRIGA 

CUBIDES. 

  

Pretende la demandante, que se le reconozca la bonificación judicial creada 

mediante el artículo 1º del Decreto 383 del 2013, como factor salarial para liquidar 

todas las prestaciones sociales devengadas y las que se causen a futuro, no 

obstante, la defensa de la entidad encuentra improcedente esta solicitud, toda vez 

que desde la creación de la misma el artículo 1º ibídem, dispone que tiene 

naturaleza salarial única y exclusivamente para efectos de seguridad social al 

señalar: “(…) se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial 

para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General 

de Seguridad Social en Salud” (Subrayado por fuera del texto original).  

 

Sin embargo, las razones de la defensa se encuentran expuestas en la 

improcedencia del derecho solicitado por la demandante, toda vez que la 

accionante mal interpreta la norma, que pretende que se le aplique, por cuanto el 

Decreto 383 de 2013 claramente establece que la bonificación judicial, se 

reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base 

de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 

Seguridad Social en Salud. 

 

De otro lado tenemos que el Decreto 340 del 19 de febrero de 2018 que ajustó la 

bonificación judicial para la vigencia fiscal del mismo año, mantuvo la previsión 

precedente en su artículo 1º reproducida de manera exacta; así mismo, esta norma 

fue clara al indicar en su artículo 3º “Ninguna autoridad podrá establecer o modificar 

el régimen salarial o prestacional estatuido por las normas del presente Decreto, en 

concordancia con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier 
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disposición en contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. 

Subrayado por fuera del texto original. 

 

Por su parte el Departamento Administrativo de la Función Pública es puntual en su 

concepto al referirse al carácter de no salario de la prima no inferior al 30% ni 

superior al 60% contemplada en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, al señalar: 

 

(…) Por consiguiente, la prima que está reconociendo a quienes desempeñen los 

cargos creados en el Decreto 1513 de 2000 como Fiscal ante Juez de Dirección o 

Inspección; Fiscal ante Juez de División o de la Fuerza Naval, o de Comando Aérea, 

o de Grupo Aéreo, o de escuela de formación, o de Departamento de Policía, debe 

hacerse en las mismas condiciones que establece el artículo 14 de la ley 4ª de 

1992 para los cargos allí señalados, es decir, sin que sea carácter salarial para 

ningún efecto. 

 

Posición que es reiterada en el Decreto 874 de 2012, el cual señala en el artículo 8º 

lo siguiente: 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 14 de la ley 4ª de 1992, se concederá 

como Prima, sin carácter salarial, el treinta por ciento (30%) del salario básico 

mensual de los Magistrados Auxiliares de las Altas Cortes, de los Magistrados de 

todo orden de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Contencioso 

Administrativo, de los Jueces de la República, de los Coordinadores de Juzgados 

Penal de Circuito Especializado, de los Magistrados y Fiscales de Tribulan Superior 

Militar, los auditores de Guerra y Jueces de Instrucción Penal Militar. 

 

 Así las cosas, es claro que a la demandante señora OLGA BARRIGA CUBIDES, 

no le asiste derecho a la inclusión de la bonificación judicial como factor salarial, 

sin carácter salarial reconocida al personal de la Justica Penal Militar, en el servicio 
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activo que desempeñen cargos al Ministerio de Defensa en el Sistema de Captura 

de Nomina, contemplados en la Directiva Ministerial Permanente No 16 de 2008. 

 

Carga de la prueba (ART. 167 Código General del Proceso). 

 

El artículo 167 del Código General del Proceso prescribe que “Incumbe a las partes 

probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 

ellas persiguen.” (…). Dicha preceptiva consagra la regla subjetiva de la carga de la 

prueba, acogida y aplicada en nuestra legislación, según la cual las partes están 

llamadas a aportar las pruebas que sustenten sus pretensiones, so pena de que las 

mismas sean desestimadas. Así lo enseña el profesor Hernando Devis Echandía1: 

 

“Pero, simultánea e indirectamente, dicha regla determina qué hechos debe probar 

cada parte para no resultar perjudicada cuando el juez la aplique (a falta también de 

prueba aportada oficiosamente o por la parte contraria, dada la comunidad de la 

prueba, que estudiamos en el núm. 31, punto 4), puesto que, conforme a ella, la 

decisión debe ser adversa a quien debería suministrarla, y, por tanto, le interesa 

aducirla para evitar consecuencias desfavorables.” (…) Subrayas fuera de texto. 

 

Esta carga procesal, implica la autorresponsabilidad de las partes por su conducta 

durante el proceso, tendiente a arrimar la prueba de los hechos que la benefician y 

a controvertir la de aquellos que han sido acreditados por el contrario y que pueden 

perjudicarla; en este orden de ideas, puede decirse que a las partes le es dable 

colocarse en una total o parcial inactividad probatoria por su propia cuenta y riesgo. 

 

Dicho principio contiene una regla de conducta para el juzgador, en virtud de la cual, 

cuando falta la prueba del hecho que sirve de presupuesto a la norma jurídica que 

 
1 DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Teoría General de la Prueba Judicial, Tomo I. Bogotá: Editorial Temis, Quinta Edición, 

2006. p.405, 406 
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una parte invoca a su favor, debe fallar de fondo y en contra de esa parte2 . Así 

pues, el fallador puede cumplir con su función de resolver el litigio cuando ante la 

ausencia de elementos probatorios, sin tener que abstenerse, para dar 

cumplimiento a los principios de economía procesal y eficacia de la función. 

 

En suma, quienes hagan parte de la litis, deben participar activamente en el recaudo 

del material probatorio, para impedir al fallador que, ante la escasez de medios de 

convicción, dirima el conflicto aún en contra de lo pretendido por ellas. 

 

Prescripción. 

 

La prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas o de extinguir las acciones 

o derechos ajenos por haberse poseído las cosas y no haberse ejercido acciones y 

derechos durante cierto lapso, concurriendo los demás requisitos legales. Así pues, 

para que opere el fenómeno prescriptivo se requiere que transcurra un determinado 

lapso durante el cual no se hayan ejercido las reclamaciones y/o acciones 

pertinentes. 

 

 De conformidad con el artículo 174 del Decreto 1211 de 1990, los derechos 

prestacionales consagrados a favor del personal civil prescriben a los cuatro (4) 

años, que se cuentan desde la fecha en que la respectiva prestación se hace 

exigible. El reclamo escrito recibido por entidad competente sobre un derecho o 

prestación determinada interrumpe la prescripción, pero solo por un lapso igual.  

 

Por tanto, en caso de que la judicatura acceda a las pretensiones de la parte 

demandante, comedidamente solicito en forma subsidiaria que se dé aplicación a la 

prescripción del beneficio desde el momento en que se hubiera hecho exigible. 

 

 
2 DEVIS ECHANDÍA, Hernando; Compendio de Derecho Procesal. Pruebas Judiciales, Décima Edición; Biblioteca Jurídica 

Diké, Medellín, 1994, T.II, p. 27. 
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La innominada. 

 

Para que la judicatura de por probadas aquellas que dentro de su real saber y 

entender encuentre en el presente proceso. 

 

Solicito el reconocimiento oficioso, en la sentencia, de los hechos que resulten 

probados y que contribuyan una excepción de fondo. 

 

Las demás que considere el despacho. 

 

 

PROBLEMA JURÍDICO 

 

Será tarea de la judicatura decidir la legalidad del acto administrativo del Oficio No. 

2021317000526241 MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-1.10, 

del día 15 de marzo del año 2021 así como el acto ficto configurado con el silencio 

administrativo frente al recurso de reposición y en subsidio de apelación interpuesto 

en contra del mencionado oficio. A título de restablecimiento del derecho decidir  

sobre reconocer la naturaleza salarial de la bonificación judicial consagrada en el 

Decreto 383 de 2013 para que en consecuencia se ordene el reajuste de la  

asignación salarial a partir del 1 de enero de 2013, teniendo en cuenta la 

bonificación judicial en las prestaciones sociales por ejercer la accionante como 

empleada judicial de la justicia penal militar.  

 

Para resolver el problema jurídico que se plantea, solicito a la agencia judicial tener 

en cuenta las siguientes: 

 

RAZONES DE LA DEFENSA 
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Considera esta defensa que la pretensión de inaplicación de la frase “y constituirá 

únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 

Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud.” Aparte del artículo 

1° del Decreto 0383 de 2013, no tiene un supuesto factico ni jurídico que dé lugar a 

su prosperidad, toda vez que la bonificación judicial dispuesta de manera adicional 

a la revisión del sistema de remuneración de los funcionarios y empleados de la 

Rama Judicial y Justicia Penal Militar, se desarrolló con fundamento en los objetivos 

y criterios señalados en la Ley 4ª de 1992 y ella no resulta violatoria del principio de 

igualdad, de los derechos adquiridos, la movilidad del salario, el acceso a la 

seguridad social y la prohibición de no regresividad. 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de 

la Constitución Nacional, corresponde al Congreso de la República fijar el régimen 

salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso 

nacional y de la fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales 

mínimas de los trabajadores oficiales. 

 

En desarrollo de las normas generales señaladas en la Ley 4a del 18 de mayo de 

1.992, el Gobierno Nacional expide anualmente los Decretos sobre régimen salarial 

y prestacional de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial fijando en los 

mismos la remuneración mensual para cada uno de ellos. 

 

Los artículos 14 y 15 de la ley 4º de 1992, le dan carácter NO salarial a la 

bonificación judicial devengada por los funcionarios judiciales; normas éstas que se 

encuentran vigentes en virtud de la declaratoria de exequibilidad que la Honorable 

Corte Constitucional, a través de la referida sentencia C–279 de junio 24 de 1996, 

hiciera de las frases “sin carácter salarial” del artículo 14 de la ley 4ª de mayo 18 de 

1992. 
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Ahora, es preciso señalar que la Dirección Ejecutiva de Justicia Penal Militar no 

tiene la facultad para interpretar las leyes e inaplicarlas, en razón a que son los 

Jueces en sus respectivos fueros, a través de sus sentencias los que tienen la 

facultad, a diferencia de la autoridad Administrativa que únicamente está sometida 

a su imperio y debe darle estricto cumplimiento. 

 

Se reitera, que las actuaciones correspondientes a la Dirección Ejecutiva de Justicia 

Penal Militar, estuvieron soportadas en las normas sustantivas y procesales 

vigentes. La entidad cancela a todos los funcionarios, de conformidad con las 

normas constitucionales y legales que ordenan el pago de salarios y demás 

prestaciones sociales a sus servidores. 

 

Antecedentes y justificación de la expedición de la norma acusada.3 

 

En concordancia con lo señalado por el Departamento Administrativo de la Función 

Pública, se considera que el Gobierno nacional dio cumplimiento a la revisión y 

nivelación salarial ordenada en el parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, 

mediante la expedición en su momento, de los Decretos 53 y 57 de 1993, por los 

cuales se fijó el régimen salarial y prestacional de los empleados de la Rama Judicial 

y de la Fiscalía General de la Nación, respectivamente. 

 

Así lo ha considerado la Sección Segunda del H. Consejo de Estado en sentencia 

del 29 de noviembre de 2007, dentro del proceso 263-00, al señalar que con 

fundamento en la Ley 4a de 1992, se expidieron varios decretos fijando 

expresamente los salarios de los servidores de la Rama Judicial, en los cuales se 

otorga la posibilidad de escoger entre continuar con el anterior régimen salarial u 

optar por el nuevo sistema. Así, el Decreto 51 de 1993 contiene el régimen salarial 

 
3 Expediente No. 11001032500020150027400 (0530-2015) Nulidad del Decreto 0383 de 2013 sobre bonificación judicial. 
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para los empleados que no se acogieron al nuevo y continuarían rigiéndose por lo 

dispuesto en las normas legales vigentes. 

 

Adicionalmente, la nivelación salarial prevista en el parágrafo del artículo 14 de la 

Ley 4ª de 1992 no estaba sujeta a ningún referente porcentual para el ajuste de las 

asignaciones salariales de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial. De 

manera que el Gobierno nacional en desarrollo de esa disposición, expidió los 

decretos mediante los cuales se generaron dos regímenes salariales para estos 

servidores (régimen ordinario y régimen optativo); disposiciones que conllevaron a 

que los empleados y funcionarios de la Rama Judicial se vieran beneficiados con 

incrementos que superaron el 100% del salario que devengaban para 1992. 

 

Al respecto, se precisa, que con la expedición de tales regímenes se eliminaron las 

dispersiones de ingreso salarial mensual preexistentes bajo el régimen anterior, 

nivelando las remuneraciones correspondientes a empleos de igual naturaleza y 

complejidad funcional. Por lo expuesto, es claro que el Gobierno nacional dio 

cumplimiento al mandato de nivelación salarial ordenado para los empleados de la 

Rama Judicial en la Ley 4ª de 1992. 

 

Lo anterior, sumado a los beneficios salariales complementarios concedidos 

durante los últimos años, sobre prima de actividad judicial, prima de productividad 

judicial y ajustes al sistema de remuneración para funcionarios y empleados de la 

Rama Judicial, evidencia el esfuerzo del Gobierno por mejorar los ingresos de 

dichos servidores, a pesar de las restricciones presupuestales del Estado. 

 

Sobre el particular, es preciso señalar, que el antecedente directo de la expedición 

del Decreto 0383 de 2013, demandado en este proceso, fue el cese de actividades 

de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, que culminó el 6 de 

noviembre del mismo año, con el Acta de Acuerdo en el que se decidió conformar 

una Mesa Técnica Paritaria con el fin de revisar la remuneración de tales servidores, 
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para lo cual se dispuso la suma de un billón doscientos veinte mil millones 

($1.220.000.000.000) de pesos m/cte., como cifra que sería distribuida en las 

vigencias fiscales del 2013 al 2018. 

 

La distorsión salarial alegada, en su momento, por los miembros de los sindicatos 

del sector justicia, se generaba no por el incumplimiento de la nivelación salarial 

ordenada por el parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 que, como se anotó, 

ya había sido cumplida por el Gobierno nacional a través de los Decretos 53 y 57 

de 1993, sino en la distorsión generada con la expedición de la bonificación por 

compensación establecida en el Decreto 610 de 1992 para los Magistrados de 

Tribunal frente a los demás empleados y funcionarios de la Rama Judicial, que hacía 

necesaria en su criterio una nueva intervención del Gobierno nacional. 

 

Luego de las sesiones de los miembros designados para participar en la mesa, y 

como resultado de los acuerdos alcanzados, resaltaron que la distribución realizada 

garantizó los criterios de equidad, gradualidad y proporcionalidad de los ingresos 

totales de los servidores, así como la jerarquía y complejidad funcional de los 

empleos, como consta en el Acta de Acuerdo del 6 de noviembre de 2012, la cual 

fue continuada mediante el Acta del 8 de enero de 2013, dando lugar a los siguientes 

Decretos: i) Decreto 382 de marzo 6 de 2013 "Por el cual se crea una bonificación 

judicial para los servidores públicos de la Fiscalía General de la Nación"; ii) Decreto 

383 de marzo 6 de 2013 "Por el cual se crea una bonificación judicial para los 

servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar” y; iii) Decreto 

384 de marzo 6 de 2013 "Por el cual se crea una bonificación judicial para los 

servidores públicos de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y las 

Direcciones Seccionales de la Rama Judicial". 

 

Así, con la expedición del Decreto 383 de 2013, se atiende nuevamente la reducción 

de las brechas horizontales y verticales que se presentaron en los ingresos de los 

empleados y funcionarios de la Rama Judicial y Justicia Pena Militar, causadas por 
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modificaciones posteriores a la nivelación de 1993, ajustes que atienden el marco 

general de la política macroeconómica y fiscal, la racionalización de los recursos 

públicos y su disponibilidad, es decir, las limitaciones presupuestales para cada 

organismo. 

 

En ese sentido, una vez identificado el elemento que afectaba el equilibrio del 

sistema salarial, esto es, la bonificación por compensación y su naturaleza, se 

desarrolla un elemento de similar naturaleza y pago mensualizado y con igual efecto 

frente al ingreso base de cotización del sistema general de pensiones y del sistema 

general de seguridad social en salud. 

 

Este beneficio denominado bonificación judicial, que se instituye en el régimen 

salarial y prestacional de los servidores de la Rama Judicial y la Justicia Penal 

Militar, inicialmente previsto para el personal cobijado por el régimen optativo, en 

razón del derecho a la igualdad se extiende a los servidores que en su momento 

decidieron mantenerse en el denominado régimen ordinario. Esta extensión se 

predica del derecho a obtener un igual ingreso total entre los servidores de la Rama 

Judicial o de la Justicia Penal Militar que desempeñan el mismo empleo. 

 

Jurisprudencia constitucional 

 

Sobre el carácter salarial de algunos de los ingresos percibidos por los servidores 

públicos, resulta preciso recurrir a los pronunciamientos de la Corte Constitucional 

sobre la materia, especialmente a la sentencia C-244 de 2013 en la cual la 

Corporación efectúa un recuento detallado de la evolución normativa y 

jurisprudencial al respecto, reiterando la interpretación dada por la misma en la 

sentencia C-681 de 2003 en el sentido de señalar que la expresión "carácter 

salarial" del artículo 15 de la Ley 4 de 1992, sólo resulta operativa con relación al 

sistema vigente de liquidación de pensiones establecida para tales servidores, y que 
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un cambio en este sentido, afectaría la estabilidad jurídica en el área del derecho 

laboral administrativo. Así lo señaló la Corte en la mencionada sentencia: 

 

"Como resulta claro de este recuento, la demanda motivo del presente proceso de 

constitucionalidad en realidad está desafiando la interpretación restrictiva dada por 

la sentencia C-681/03 al declarar inexequible la expresión "sin carácter salarial" del 

artículo 15 de la Ley 4'. No vemos razones suficientes que permitan variar la cosa 

juzgada constitucional laboriosamente construida mediante los precedentes que se 

acaban de repasar. Una nueva variación de la jurisprudencia en este sentido traería 

consecuencias altamente desfavorables para la estabilidad jurídica y podría llegar 

a afectar, una vez más, la liquidación de prestaciones sociales (incluso con efectos 

retroactivos), generando así una nueva ola de litigios y de incertidumbre en un área 

del derecho laboral administrativo que ya ha contado con una excesiva 

fragmentación normativa y jurisprudencial que las salas de conjueces han advertido 

en diversas ocasiones. Por estas razones el precedente sentado en la sentencia C-

681/03 continua en plena vigencia: como lo afirmó lo Corte en aquel entonces, la 

expresión "sin carácter salarial" del artículo 15 de la Ley 4ª de 1992 es inexequible, 

pero sólo para efectos de la cotización y liquidación de la pensión de jubilación. En 

este sentido, la presente Corte respalda y avala las prácticas administrativas 

vigentes a la fecha en las cuales aparece claro que las oficinas de personal del 

Estado destinatarias de la norma han dado estricta aplicación a la sentencia C-

681/03. Aunque la presente Corte avala, pues, el decisum de la C-681/03, tiene 

diferencias importantes con la doctrina constitucional (ratio decidendi) allí definida 

para justificar la decisión. La Corte quiere, en esta ocasión, hacer las correcciones 

doctrinales que le parecen necesarias para lograr una adecuada interpretación de 

la Constitución y de los derechos laborales de sus asociados." 

 

Artículo 15 de la Ley 4ª de 1992 es inexequible, pero sólo para efectos de la 

cotización y liquidación de la pensión de jubilación. En este sentido, la presente 

Corte respalda y avala las prácticas administrativas vigentes a la fecha en las cuales 
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aparece claro que las oficinas de personal del Estado destinatarias de la norma han 

dado estricta aplicación a la sentencia C-681/03. Aunque la presente Corte avala, 

pues, el decisum de la C-681/03, tiene diferencias importantes con la doctrina 

constitucional (ratio decidendi) allí definida para justificar la decisión. La Corte 

quiere, en esta ocasión, hacer las correcciones doctrinales que le parecen 

necesarias para lograr una adecuada interpretación de la Constitución y de los 

derechos laborales de sus asociados." 

 

"...Con estos argumentos, la Corte encuentra que es hora de deslindar dos cosas 

en el régimen salarial y prestacional de los altos cargos del poder público cubiertos 

por reglas de nivelación de sus salarios: existe una política pública, sensata, 

razonable y constitucionalmente posible, de generar ingresos atractivos y 

razonables para que personas de amplia calificación puedan optar por el servicio 

público y encontrar allí remuneraciones competitivas frente al sector privado; de otro 

lado, se evidencia en la historia jurídica sobre este tema, el intento por ampliar a 

través de litigio los montos de dichas remuneraciones con argumentos basados en 

una concepción abstracta de la igualdad, y, en últimas, en una comparación 

permanente de los ingresos de los magistrados con los de congresistas a los cuales 

quedaron anclados por el estándar de igualación que utilizo la Ley 4a/1992. Esa ley, 

sin embargo, quiso establecer equivalencias genéricas en las magnitudes; la 

Constitución no exige, de otro lado, equivalencias peso a peso, ni centavo a 

centavo, especialmente para los altos rangos de ingresos concedidos en estas 

disposiciones. Ello no quiere decir, por supuesto, que los funcionarios de ingresos 

altos no sean trabajadores con cierto nivel de protección proveniente del derecho 

del trabajo; pero esta circunstancia no puede ser utilizada como motivo de prebenda 

o privilegio, ni en materia salarial, ni en materia pensional, ni en materia 

prestacional, donde la "igualdad" de la Constitución apunta en realidad hacia la 

redistribución de ingresos, y no hacia su acumulación regresiva. El derecho del 

trabajo tiene una concepción de igualdad redistributiva hacia los menores ingresos 

y hacia las personas económicamente más vulnerables. No se trata, pues, de una 
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igualdad formal y abstracta entre salarios altos. En el sentir de la presente sala de 

conjueces, esta es la genuina orientación político-constitucional del artículo 53." 

(Resaltado fuera del texto). 

 

He de insistir que las actuaciones correspondientes a la Dirección Ejecutiva de 

Justicia Penal Militar estuvieron soportadas en las normas sustantivas y procesales 

vigentes. La entidad cancela a todos los funcionarios, de conformidad con las 

normas constitucionales y legales que ordenan el pago de salarios y demás 

prestaciones sociales a sus servidores. 

 

CONCLUSIÓN 

 

En el presente caso, llama la atención que la demandante OLGA BARRIGA 

CUBIDES, haya impugnado un acto administrativo de mero trámite, que no resuelve 

una situación jurídica en forma definitiva, puesto que en ningún momento se ha 

tomado una decisión de fondo frente a la solicitud del demandante. Máxime cuando 

el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, tiene la 

totalidad de sus atributos y personería jurídica, para pronunciarse sobre aspectos 

salariales y prestacionales, de conformidad con lo señalado en Decreto 1039 de 

2011 “Por el cual se dictan unas disposiciones en materia salarial y prestacional 

para los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se 

dictan otras disposiciones”, en el cual en su artículo 18 ordena: 

 

(…) El Departamento Administrativo de la Función Pública es el órgano competente 

para conceptuar en materia salarial y prestacional. Ningún otro órgano puede 

arrogarse esta competencia. (Subrayas fuera de texto) 

 

Posteriormente el Decreto 0383 de 2013, el Departamento Administrativo de la 

Función Pública crea una bonificación judicial para los servidores públicos de la 

Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan otras disposiciones. 
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“Artículo 3°. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o 

prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo 

establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición en contrario 

carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos.” (Negrilla y subrayado 

fuera de texto). 

 

Se finaliza entonces, que es evidente que no le asiste el derecho a la demandante 

y además el caso de la referencia carece de legitimación por lo que es claro que la 

entidad por mi representada debe ser exonerada de responsabilidad administrativa 

ya que no ha realizado ningún hecho, operación u omisión, como lo menciona la 

demandante, más aún si de lo expuesto se colige que el Gobierno Nacional ha dado 

estricto cumplimento y desarrollo a los mandatos contenidos en la Ley 4a de 1992, 

en especial el relativo a la nivelación salarial prevista para los empleados de 

la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar en el parágrafo del artículo 14 de 

la misma Ley, sin que pueda afirmarse válidamente, que se ha excluido de tales 

beneficios y aumentos salariales a ningún servidor público, ni se afecten los 

principios de equidad e igualdad dispuestos en dicha norma, conforme así quedó 

consignado en las Actas de Acuerdo de Nivelación Salarial referidas del 6 de 

noviembre de 2012 y del 8 de enero de 2013. 

 

Con fundamento en las consideraciones expuestas la norma impugnada no resulta 

violatoria de las disposiciones superiores invocadas como vulneradas, razón por la 

cual la pretensión de nulidad de los actos administrativos acusados debe ser 

negada. 

 

PETICIÓN ESPECIAL 

 

Teniendo en cuenta el análisis de los hechos y lo anteriormente expuesto, se solicita 

al Honorable Magistrado, negar las suplicas de la demanda, toda vez que contrario 

a lo expresado por la demandante, el acto administrativo demandado, no tiene 
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asidero, pues se evidencia que no procede la inclusión de la bonificación judicial 

como factor salarial, y en consecuencia no declarar la nulidad del acto administrativo 

del Oficio No. 2021317000526241 MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-

DIPER-1.10, del 15 de marzo del año 2021, suscrito por el Oficial Sección Nomina 

del Ejército Nacional. 

 

PRUEBAS 

MANIFESTACION PREVIA  

No allego pruebas con la contestación de la demanda conforme lo indica el artículo 

175 del C.P.A.C.A., toda vez que no reposa expediente o prueba en las 

dependencias de la entidad que represento, dada la naturaleza de la controversia 

jurídica. 

No obstante, he oficiado a la Dirección de Personal del Ejercito Nacional solicitando 

certificación de tiempo de servicio a la fecha de la señora SJM Barriga Cubides 

Olga.   

 

ANEXOS 

 

Poder para actuar conferido por el director de asuntos Legales del Ministerio de 

Defensa Nacional. 

Copia de los actos administrativos que soportan el nombramiento y funciones del 

director de Asuntos Legales de la entidad. 

 

PERSONERÍA 

 

Respetuosamente, solicito al Despacho, reconocerme personería para actuar en el 

presente proceso, en los términos del poder que me ha sido conferido. 
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NOTIFICACIONES 

 

El representante legal de la Nación – Ministerio de Defensa Nacional y el suscrito 

apoderado las recibiremos en la Carrera 10 No 26-71 edificio residencias 

Tequendama, torre sur piso séptimo de la ciudad de Bogotá, D.C. Celular 314 

4157881 Correo electrónico notificaciones.bogota@mindefensa.gov.co 

jose.mesa@mindefensa.gov.co;  jjmesac@hotmail.com  

 

Del señor Magistrado, atentamente; 

 

JOSÉ JAVIER MESA CÉSPEDES  

CC. 17.344.074 de Villavicencio 

T.P. No. 134.872 del H.C.S.J. 

  

jose.mesa@mindefensa.gov.co 

jjmesac@hotmail.com 

Cel: 3144157881 


